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Por todo ello, debe entenderse que en el supuesto ahora debatido el 
defecto invocado por la Registradora carece de entidad suficiente para 
impedir la inscripción del acuerdo social en cuestión.

3. Por lo que se refiere al segundo de los defectos expresados en la 
calificación, relativo al acuerdo inmediatamente posterior de ampliación 
del capital social, no resultan fácilmente comprensibles los motivos del 
rechazo por parte de la Registradora Mercantil. La sociedad deja sin efecto 
un acuerdo de aumento de capital acordado el día 18 de febrero de 2006 y 
elevado a escritura pública los días 3 de marzo y de mayo del mismo año, 
que no se pudo inscribir por no haberse ajustado a su debido tiempo el 
valor de las participaciones al céntimo más próximo (problema que se trata 
de salvar mediante la reducción antes contemplada), y acuerda por unani-
midad un nuevo aumento de capital, reconociendo a los socios un derecho 
de crédito contra la sociedad por las cantidades ingresadas como desem-
bolso relativo a la ampliación que ahora deviene ineficaz.

En el informe de los administradores que acompaña a la escritura de 
aumento de capital se manifiesta con toda claridad que «tales créditos 
son consecuencia de las aportaciones de cada uno de los socios para 
dicha ampliación, líquidos y exigibles si la ampliación queda sin efecto», 
y en la certificación de los acuerdos sociales se reitera que «tales créditos 
son consecuencia de las aportaciones de cada uno de los socios para 
dicha ampliación, líquidos y exigibles pues la ampliación ha quedado sin 
efecto, y así constan en el Balance de la sociedad».

Que en el informe no se expresen las fechas de los créditos no es una 
omisión insalvable, pues la misma Registradora reconoce en su informe 
que «como resulta de las citadas escrituras, el capital fue aumentado y se 
efectuaron los correspondientes desembolsos», esto es, consta que las 
cantidades fueron aportadas por los socios como consecuencia del 
acuerdo de ampliación de capital antes citado; y en cuanto a la concor-
dancia de los datos con la contabilidad social ésta resulta con toda clari-
dad de la certificación de los acuerdos sociales. Que el Instituto de Conta-
bilidad haya considerado que, desde el punto de vista contable, hasta que 
se produzca la inscripción en el Registro Mercantil la sociedad deba ya 
considerar los importes recibidos a cuenta de una futura ampliación 
como deuda no priva al documento aquí debatido de los requisitos y cir-
cunstancias necesarios para motivar la inscripción de los acuerdos de 
reducción y ampliación de capital social. En ningún caso puede olvidarse 
que la finalidad del informe de los administradores sobre los créditos es 
el de proporcionar a la Junta que ha de acordar la ampliación los datos 
necesarios para decidir sobre la capitalización de unos créditos existen-
tes contra la sociedad, y en este supuesto los destinatarios del informe no 
son otros que los mismos socios que aportaron unos fondos para una 
frustrada ampliación de capital y que, mediante este nuevo acuerdo, tra-
tan de convertir definitivamente en capital social.

Esta Dirección General ha acordado estimar el recurso y revocar la 
calificación de la Registradora en los términos que resultan de los prece-
dentes fundamentos de derecho.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir 
mediante demanda ante el Juzgado de lo Mercantil de la capital de la Provin-
cia en que radica el Registro, en el plazo de dos meses desde su notificación, 
siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello conforme a lo 
establecido en la disposición adicional vigésima cuarta de la Ley 24/2001, de 
27 de diciembre, y los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 29 de mayo de 2007.–La Directora General de los Registros y 
del Notariado, Pilar Blanco-Morales Limones. 

 12248 RESOLUCIÓN de 1 de junio de 2007, de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, en el recurso 
interpuesto por el notario de Torrijos don Carlos García 
Viada, contra la negativa del registrador de la propiedad 
de dicha población, a inscribir una escritura de préstamo 
con garantía hipotecaria.

En el recurso interpuesto por el Notario de Torrijos don Carlos García 
Viada contra la negativa del Registrador de la Propiedad de dicha pobla-
ción, don José Antonio Garvía Pastor, a inscribir una escritura de prés-
tamo con garantía hipotecaria.

Hechos

I

El día 21 de noviembre de 2006 don Carlos García Viada, Notario de 
Torrijos, autorizó una escritura de compraventa, en la que se expresa que 
la sociedad vendedora, cuyas circunstancias identificativas se detallan 
(entre ellas las relativas a la escritura de constitución, su objeto social y a 

su inscripción en el Registro Mercantil), está representada por los apode-
rados don Jorge F.S. y Daniel G.F.; que tienen facultades conferidas 
mediante una escritura de poder cuyos datos se reseñan, con indicación 
del Notario autorizante, fecha de otorgamiento y número de protocolo, 
así como con especificación del nombre y apellidos de los dos Consejeros 
Delegados mancomunados de la sociedad, con cargos vigentes e inscritos 
en el Registro Mercantil, que otorgaron la citada escritura de apodera-
miento). El Notario Sr. García Viada expresa que se le exhibe copia autén-
tica de dicha escritura de poder y añade que de ello estima que tienen 
facultades suficientes para que de forma mancomunada puedan enajenar 
entre otras la finca objeto de dicha escritura, en la cuantía y forma nece-
saria para el presente negocio jurídico.

II

El título se presentó en el Registro de la Propiedad de Torrijos 
mediante telefax el 21 de noviembre de 2006, con asiento 135 del Dia-
rio 147; el correspondiente asiento fue consolidado el 30 de noviembre 
mediante la aportación de primera copia de dicha escritura; posterior-
mente se retiró y se devolvió para su despacho el 15 de diciembre de 2006; 
y fue objeto de calificación negativa que a continuación se transcribe 
parcialmente:

«… II. Fundamentos de Derecho:

Primero.–La Legislación Hipotecaria: Ley de 8 de febrero de 1946 y su 
Reglamento de 14 de febrero de 1947-, otorga al Registrador de la Propie-
dad el control de legalidad de los documentos presentados a inscripción, 
mediante la calificación registral.

Segundo.–Una vez calificado el documento objeto del presente 
acuerdo, conforme a lo dispuesto en el artículo 18 de la Ley Hipotecaria, 
se observa/n el/los siguiente/s defecto/s que impiden la inscripción del 
mismo:

1.° No acreditarse debidamente la existencia y alcance de la repre-
sentación alegada por don Jorge Fernández Sánchez y don Daniel Guija-
rro Fayard, para otorgar en nombre de la entidad «Golfmayor, S.L.» el 
acto/contrato objeto del documento calificado, por cuanto no consta la 
inscripción en el Registro Mercantil correspondiente de la escritura de 
poder en cuya virtud actúan aquéllos. A falta de dicha inscripción, será 
necesario acreditar el cargo y/o facultades representativas, y su vigencia, 
respecto de las personas que en nombre de la citada entidad otorgaron 
dicho poder –arts. 98 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, 94.5 y 107 y 
siguientes del Reglamento del Registro Mercantil, 383 del Reglamento 
Hipotecario, 128 de la Ley de Sociedades Anónimas, 62 de la Ley de Socie-
dades de Responsabilidad Limitada.

Tercero.–El/los indicado/s defecto!s se fundamenta/n en las normas 
legales o reglamentarias citadas.

Por lo indicado acuerdo:

Uno.–Suspender la inscripción del documento relacionado, por los 
defectos que se indican en el segundo de los fundamentos de derecho.

Dos.–…
Contra el presente acuerdo puede interponerse el recurso regulado en 

los artículos 324 y siguientes de la Ley Hipotecaria en el plazo de …

Torrijos, 4 de enero de 2007.–El Registrador [Firma ilegible]. Fdo José 
Antonio Garvía Pastor.»

III

La calificación fue notificada al Notario autorizante de la escritura 
calificada el 17 de enero de 2007, mediante correo con aviso de recibo; y 
el 2 de febrero el Notario autorizante de dicha escritura interpuso recurso 
contra la calificación en el que, alegó los siguientes argumentos:

1.º El Sr. Registrador suspende la inscripción por no constar inscrito 
en el Registro Mercantil el poder mediante el cual actúan los apodera-
dos.

2.º El poder ya fue calificado por el Notario recurrente bajo su res-
ponsabilidad a la vista de la copia autorizada de la escritura de apodera-
miento y su calificación abarca la totalidad del poder. Por lo tanto, es 
innecesario reflejar en la escritura de compraventa toda la actividad desa-
rrollada para llegar a formular el juicio de suficiencia, exigir un mayor 
detalle en dicho juicio de suficiencia frustraría la finalidad de la reforma 
del artículo 98 de la Ley 24/2001 al tener que transcribir facultades o nom-
bramientos encadenados que luego no se reflejarán en el Registro. Todos 
esos extremos ya le fueron acreditados en su momento al mismo Notario 
cuando autorizó la escritura de poder, obrante en su protocolo, en la que 
formuló su juicio de suficiencia.

Las Resoluciones de esta Dirección General de 17 de diciembre
de 1997, 3 de marzo de 1986, 26 de febrero de 1991, 3 de febrero de 2001
y 30 de mayo de 2006 exponen que el incumplimiento de la obligación de 
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inscribir no afecta a la validez y eficacia del acto realizado en representa-
ción de la sociedad por el administrador; y no importa, por tanto, que esté 
o no inscrito el nombramiento el cargo.

3.º Conforme al apartado 2 del artículo 98 de la Ley 24/2001 la reseña 
identificativa que del documento auténtico aportado para acreditar la 
representación inserte el Notario y su valoración de la suficiencia de las 
facultades representativas «harán fe suficiente, por sí solas, de la repre-
sentación acreditada, bajo la responsabilidad del Notario«. De este modo 
se equiparan el valor del juicio sobre la capacidad natural del otorgante 
con el del juicio de capacidad jurídica para intervenir en nombre ajeno, 
juicio que comprende la existencia y suficiencia del poder, el ámbito de la 
representación legal u orgánica y, en su caso, la personalidad jurídica de 
la entidad representada.

Examinados los títulos presentados a calificación en el presente caso 
resulta evidente que el juicio de suficiencia contenido en la escritura es 
congruente y coherente con el negocio jurídico documentado en dicho 
título y con el mismo contenido de éste, ya que se trata de una escritura 
de compraventa.

Lo que ocurre es que la calificación, al expresar que falta acreditar la 
legitimación de la apoderada –sic– y al exigir determinados datos para 
que el Registrador califique la regularidad del nombramiento del adminis-
trador de la sociedad que otorgó el poder, implica la revisión de una valo-
ración –el juicio de suficiencia de las facultades representativas de quien 
comparece en nombre ajeno– que legalmente compete al Notario. Más 
llamativo en este caso, por cuanto en la escritura calificada sí se identifi-
can los cargos y nombres de las personas que otorgaron el referido poder 
que ahora se ejercita, y que se trataba de nombramientos vigentes e inscri-
tos en el Registro Mercantil, todo ello, como es obvio, por referencia a la 
copia autorizada de la escritura de poder, exhibida al Notario autorizante 
en el acto del otorgamiento.

4.º Por último, además de lo expuesto sobre el juicio de suficiencia 
del poder alegado, de la nota recurrida puede deducirse que, en realidad, 
en su único fundamento de derecho radica en que «no consta la inscrip-
ción en el Registro Mercantil correspondiente de la escritura de poder en 
cuya virtud actúan» los apoderados otorgantes con base en el artícu-
lo 94.5 del Reglamento del Registro Mercantil, único que puede conside-
rarse aplicable entre los que se citan en el confuso texto de dicha nota de 
calificación.

Por ellos, a juicio del recurrente, debe estimarse la calificación carente 
de motivación jurídica en cuanto dicho precepto reglamentario establece 
la inscripción obligatoria en el Registro Mercantil de los poderes genera-
les y excluye de ella los poderes «concedidos para actos concretos», 
siendo así que del contenido de la escritura calificada puede considerarse 
de esta clase el poder alegado mediante el que se han concedido «faculta-
des para enajenar entre otras la finca objeto de la presente escritura» y en 
ningún caso atribuirse al referido poder carácter de general y por tanto de 
inscripción obligatoria, ello sin perjuicio de entender que ni aún en este 
caso su falta de afecta a la válida actuación en el tráfico jurídico del apo-
derado por no tener, en este caso, la inscripción valor constitutivo, según 
tiene declarado el Tribunal Supremo en su Sentencia de 27 de enero
de 1997 y reconocido ese Centro Directivo en Resolución de 21 de julio
de 2003 en concordancia con su criterio reiterado a propósito de cargos o 
representaciones inscribibles (cfr. Resoluciones de 17 de diciembre de 
1997 y 23 de febrero de 2001).

IV

Por escrito con fecha 14 de febrero de 2007, el Registrador emitió 
informe y elevó el expediente a este Centro Directivo (mediante otro 
escrito que lleva fecha de 22 de febrero y obtuvo registro de entrada el 1 
de marzo de 2007).

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 103 de la Constitución, 1.216, 1.217, 1.218 y 1.259, 
del Código Civil; 18, 19 bis, 313, 322, 325, 326 y 327 de la Ley Hipotecaria; 
18.2 y 22.2 del Código de Comercio; 1, 17 bis, 23, 24 y 47 de la Ley del 
Notariado; 58 y 59 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común; 98 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, de Medidas Fis-
cales, Administrativas y del Orden Social; artículo trigésimo cuarto de la 
Ley 24/2005, de 18 de noviembre, de reformas para el impulso a la produc-
tividad; artículos 51.9.ªc) del Reglamento Hipotecario; 94.1.5° del Regla-
mento del Registro Mercantil; 143, 145, 164, 165 y 166 del Reglamento 
Notarial; las Sentencias del Tribunal Constitucional 87/1997, de 24 de 
abril, y 207/1999, de 11 de noviembre; las Sentencia del Tribunal Supremo 
de 24 de febrero de 2000 –Sala Tercera– y 27 de enero de 1997 –Sala de lo 
Civil–; las Sentencias de la Audiencia Provincial de Alicante de 28 de abril 
de 2004, de la Audiencia Provincial de Valladolid de 30 de junio de 2003 y 
30 de enero y 18 de marzo de 2004; de la Audiencia Provincial de Navarra 

de 22 de diciembre de 2004 y de la Audiencia Provincial de Córdoba de 24 
de enero de 2005; de la Audiencia Provincial de Valencia (Sección Sép-
tima) de 25 de octubre de 2006, entre otras posteriores, así como la Sen-
tencia de 22 de Noviembre de 2006 (Sección Cuarta), de la Audiencia 
Provincial de Santa Cruz de Tenerife; y las Resoluciones de 15 de julio
de 1954, 13 de mayo de 1976, 26 de octubre de 1982, 29 de abril de 1994, 10 
de febrero de 1995, 12 de abril de 1996, 28 de mayo y 11 de junio de 1999, 
3 de marzo de 2000, 12, 23 y 26 de abril, 3 y 21 de mayo, 30 de septiembre 
y 8 de noviembre de 2002, 23 de enero, 8 y 15 de febrero, 9 de abril, 3 y 11 
de junio, 19 de julio, 29 de septiembre y 17 de noviembre de 2003, 11 de 
junio, 14, 15, 17, 20, 21 y 22 de septiembre, 14, 15, 18, 19, 20, 21 y 22 de 
octubre y 10 de noviembre de 2004, 2 y 10 de enero, 21, 22 y 23 de febrero, 
5, 12, 14, 15, 16 y 28 de marzo, 1 y 28 de abril, 4 (1.ª y 2.ª), 5 (1.ª), 18 (2.ª), 
20 (3.ª y 4.ª), 21 (1.ª, 2.ª, 3.ª y 4.ª), 23 (1.ª, 2.ª y 3.ª) de mayo, 17 de junio, 1 
de agosto, 12 (2.ª y 3.ª), 13, 22 (2.ª), 23 (1.ª, 2.ª y 3.ª), 24 (1.ª, 2.ª y 3.ª), 26 (1.ª, 
2.ª, 3.ª y 4.ª), 27 (1.ª, 2.ª, 3.ª, 4.ª y 5.ª), 28 (1.ª, 2.ª y 3.ª) y 29 26 (1.ª, 2.ª, 3.ª y 
4.ª) de septiembre y 4 y 15 –2.ª–de octubre de 2005 y 20 de enero, 30 y 31 
de mayo y 9 de junio, 12, 13, 19, 20 y 27 de septiembre, 3, 4 y 25 de octubre, 
10, 13, y 17 de noviembre, 16, 20 y 21 de diciembre de 2006 y 31 de enero, 
14, 20 y 28 de febrero, 30 de marzo, 2 de abril y 30 de mayo de 2007, entre 
otras.

1. En el presente caso el título calificado es una escritura de compra-
venta otorgada por dos apoderados mancomunados de la sociedad vende-
dora que acreditan sus facultades representativas mediante la exhibición 
de copia auténtica de una escritura de apoderamiento cuyos datos se 
reseñan, con indicación del Notario autorizante, fecha de otorgamiento y 
número de protocolo, así como con especificación del nombre y apellidos 
de los dos Consejeros Delegados mancomunados de la sociedad, con 
cargos vigentes e inscritos en el Registro Mercantil, que otorgaron la 
citada escritura de apoderamiento. El Notario autorizante de dicha escri-
tura de compraventa expresa en ella que se le exhibe copia auténtica de 
la reseñada escritura de poder y que estima que tales apoderados tienen 
facultades suficientes para enajenar, entre otras, la finca objeto de la com-
praventa.

Según la calificación impugnada, el Registrador suspende la inscrip-
ción solicitada por entender que no se acredita debidamente la existencia 
y alcance de la representación alegada por los apoderados porque, a su 
juicio, al no constar la inscripción de la escritura de poder en el Registro 
Mercantil, «será necesario acreditar el cargo y/o facultades representati-
vas, y su vigencia, respecto de las personas que en nombre de la citada 
entidad otorgaron dicho poder».

2. La cuestión planteada por la calificación impugnada ha sido ya 
resuelta reiteradamente por este Centro Directivo, de cuya doctrina 
resulta lo siguiente:

a) Aun cuando se trate de poder general otorgado por sociedades –lo 
que en el presente caso no se prejuzga–, cuya inscripción en el Registro 
Mercantil es obligatoria (cfr. artículo 22.2 del Código de Comercio), el 
hecho de que el poder no estuviera inscrito previamente en dicho Regis-
tro, no debe impedir la inscripción en el Registro de la Propiedad de la 
adquisición del derecho real objeto del negocio formalizado en el título 
que se califica (cfr., por todas, las Resoluciones de 15 de febrero, 9 de 
abril, 3 de junio y 19 de julio de 2003, y 2 de enero y 5 de marzo de 2005).

b) Esta Dirección General ha reiterado en numerosas ocasiones que, 
así como el Registrador no puede revisar el juicio del Notario sobre la 
capacidad natural del otorgante, tampoco podrá revisar la valoración que, 
en la forma prevenida en el artículo 98.1 de la Ley 24/2001, el Notario 
autorizante haya realizado de la suficiencia de las facultades representati-
vas de quien comparece en nombre ajeno que hayan sido acreditadas. Y es 
que el apartado 2 de dicho artículo, al referirse en el mismo plano a la 
narración de un hecho, cual es la constatación −«reseña»− de los datos de 
identificación del documento auténtico aportado, y a un juicio −«valora-
ción»− sobre la suficiencia de la representación, revela la especial efica-
cia que se atribuye a esa aseveración notarial sobre la representación 
−«harán fe suficiente, por sí solas de la representación acreditada»−, de 
modo que además de quedar dicha reseña bajo la fe pública notarial, se 
deriva de ese juicio de valor sobre la suficiencia de las facultades repre-
sentativas una fuerte presunción iuris tantum de validez que será plena-
mente eficaz mientras no sea revisada judicialmente.

Este criterio quedó confirmado y reforzado mediante la modificación 
de dicho precepto legal por el artículo trigésimo cuarto de la Ley 24/2005, 
de 18 de noviembre, de reformas para el impulso a la productividad, al 
detallarse que «El registrador limitará su calificación a la existencia de la 
reseña identificativa del documento, del juicio notarial de suficiencia y a 
la congruencia de éste con el contenido del título presentado, sin que el 
registrador pueda solicitar que se le transcriba o acompañe el documento 
del que nace la representación».

De este modo se equiparan el valor del juicio sobre la capacidad natu-
ral del otorgante con el del juicio de capacidad jurídica para intervenir en 
nombre ajeno, expresado en la forma prevenida en dicha norma legal, 
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juicio este último que comprende la existencia y suficiencia del poder, así 
como, el ámbito de la representación legal u orgánica y, en su caso, la 
personalidad jurídica de la entidad representada.

Estos efectos del juicio notarial de suficiencia de la representación, 
expresado en la forma establecida en el mencionado artículo 98.1, tienen 
su fundamento en las presunciones de veracidad, integridad, y de legali-
dad de que goza el documento público notarial. Así resulta no sólo del 
artículo 1.218 del Código Civil, sino de la Ley del Notariado en sus artícu-
los 1, 17 bis y 24, este último recientemente reformado por la Ley 36/2006, 
de 29 de noviembre, de medidas de prevención de fraude fiscal (cfr. las 
Resoluciones de este Centro Directivo citadas en los «Vistos» de la pre-
sente; y especialmente las recientes de 14, 20 y 28 de febrero de 2007).

3. Examinado el título calificado en este caso, resulta evidente que el 
juicio de suficiencia contenido en la escritura es congruente y coherente 
con el negocio jurídico documentado en dicho título y con el mismo con-
tenido de éste, ya que se trata de una escritura de compraventa.

Por otra parte, el Notario ha reseñado adecuadamente el documento 
del que nacen las facultades representativas.

En su calificación el Registrador no pone en duda la suficiencia de las 
facultades de la apoderada para el acto realizado, según el juicio hecho 
por el Notario. Lo que ocurre es que la calificación impugnada, al exigir 
que se acrediten determinados extremos respecto de las personas que en 
nombre de la sociedad vendedora otorgaron dicho poder, implica la revi-
sión de una valoración –el juicio de suficiencia de las facultades represen-
tativas de quien comparece en nombre ajeno– que legalmente compete al 
Notario, con el alcance que ha sido expresado en el precedente funda-
mento de derecho. Por ello, la calificación impugnada carece de todo 
fundamento legal y excede del ámbito que le es propio, conforme a los 
artículos 18 de la Ley Hipotecaria y 98 de la Ley 24/2001, de 27 de diciem-
bre y 143 del Reglamento Notarial, según el criterio de este Centro Direc-
tivo que resulta de anteriores resoluciones por las que ha resuelto recur-
sos frente a calificaciones negativas análogas a la ahora impugnada (cfr. 
las de 12 y 23 de septiembre de 2005, 30 y 31 de mayo, 9 de junio y 19 de 
septiembre de 2006, entre otras citadas en los «Vistos» de la presente); 
resoluciones que son vinculantes por no haber sido anuladas por los Tri-
bunales en los términos establecidos en el párrafo undécimo del artícu-
lo 327 de la Ley Hipotecaria.

4. Por último, debe recordarse una vez más la obligación que tiene el 
Registrador de ajustar su calificación al contenido de las resoluciones de 
este Centro Directivo cuando por ellas se hayan estimado recursos frente 
a la calificación correspondiente, mientras no se anulen por los Tribuna-
les mediante sentencia firme (artículo 327 de la Ley Hipotecaria), habida 
cuenta del carácter vinculante de tales resoluciones que ya había sido 
puesto de relieve por este Centro Directivo y ha sido aclarado y reforzado 
mediante la modificación introducida en el artículo 327 de la Ley Hipote-
caria por la Ley 24/2005, como ha recordado la Resolución de 10 de 
noviembre de 2006. Y se considera procedente dicha advertencia, por las 
consecuencias que del incumplimiento de dichas normas se pueden deri-
var en el ámbito disciplinario, en tanto en cuanto pueden existir causas 
que justifiquen la apertura de expediente, conforme al artículo 313, apar-
tados B).k) y C), de la Ley Hipotecaria.

Esta Dirección General ha acordado estimar el recurso interpuesto y 
revocar la calificación del Registrador.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir 
mediante demanda ante el Juzgado de lo civil de la capital de la Provincia 
del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su noti-
ficación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello con-
forme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 1 de junio de 2007. La Directora General de los Registros y del 
Notariado. Pilar Blanco-Morales Limones. 

 12249 RESOLUCIÓN de 6 de junio de 2007, de la Dirección Gene-
ral de Relaciones con la Administración de Justicia, por la 
que se emplaza a los interesados en el recurso contencioso-
administrativo, procedimiento ordinario 105/2007.

Ante la Sección 002 de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del 
Tribunal Superior de Justicia de Castilla-León, Sede Burgos, doña María 
Jesús Martínez Guerra, ha interpuesto el recurso contencioso-administra-
tivo (Procedimiento Ordinario número 105/2007), sobre pruebas selecti-
vas para ingreso en el Cuerpo de Oficiales de la Administración de Justi-
cia, turno libre, convocadas por Orden de 30 de agosto de 1991 (BOE de 2 
de septiembre).

En consecuencia, esta Dirección General ha resuelto emplazar a los 
interesados en el mismo, de conformidad con lo dispuesto en el artícu-
lo 49 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, 

de 13 de julio de 1998, para que puedan comparecer ante la referida Sala 
en el plazo de nueve días.

Madrid, 6 de junio de 2007.–El Director General de Relaciones con la 
Administración de Justicia, Ángel Arozamena Laso. 

 12250 ORDEN JUS/1835/2007, de 4 de junio, por la que se auto-
riza a don Pedro de Icaza y Zabálburu para usar en 
España el título pontificio de Marqués de Casa Icaza.

Visto lo prevenido en el artículo 17 del Real Decreto de 27 de mayo 
de 1912, en su redacción dada por el 222/1988, de 11 de marzo y en la Real 
Orden de 26 de octubre de 1922, de conformidad con los informes emiti-
dos por la Diputación de la Grandeza de España y por la Subsecretaría de 
este Departamento y de acuerdo con el Consejo de Estado, este Ministe-
rio, en nombre de S.M. el Rey (q.D.g.), ha tenido a bien disponer que, 
previo pago del impuesto correspondiente y conservando el carácter de 
su procedencia, sea autorizado don Pedro de Icaza y Zabálburu para usar 
en España el título pontificio de Marqués de Casa Icaza, cuya sucesión le 
ha sido reconocida por la Santa Sede.

Madrid, 4 de junio de 2007.–El Ministro de Justicia, Mariano Fernández 
Bermejo. 

 12251 ORDEN JUS/1836/2007, de 4 de junio, por la que se 
manda expedir, sin perjuicio de tercero de mejor derecho, 
Real Carta de Sucesión en el título de Vizconde de las 
Torres de Luzón, a favor de don Juan Pelegrí y Girón.

De conformidad con lo prevenido en el Real Decreto de 27 de mayo 
de 1912, este Ministerio, en nombre de S.M. el Rey (q.D.g.), ha tenido a 
bien disponer que, previo pago del impuesto correspondiente, se expida, 
sin perjuicio de tercero de mejor derecho, Real Carta de Sucesión en el 
título de Vizconde de las Torres de Luzón, a favor de don Juan Pelegrí y 
Girón, por fallecimiento de su madre, doña Matilde Girón y Canthal.

Madrid, 4 de junio de 2007.–El Ministro de Justicia, Mariano Fernández 
Bermejo. 

 12252 ORDEN JUS/1837/2007, de 4 de junio, por la que se 
manda expedir, sin perjuicio de tercero de mejor derecho, 
Real Carta de Sucesión en el título de Vizconde de Nava de la 
Asunción, a favor de doña Pino Concepción Gil de Biedma 
y Ulloa.

De conformidad con lo prevenido en el Real Decreto de 27 de mayo de 
1912, este Ministerio, en nombre de S.M. el Rey (q.D.g.), ha tenido a bien 
disponer que, previo pago del impuesto correspondiente, se expida, sin 
perjuicio de tercero de mejor derecho, Real Carta de Sucesión en el título 
de Vizconde de Nava de la Asunción, a favor de doña Pino Concepción Gil 
de Biedma y Ulloa, por fallecimiento de su padre, don Javier Gil de Biedma 
Villalonga.

Madrid, 4 de junio de 2007.–El Ministro de Justicia, Mariano Fernández 
Bermejo. 

MINISTERIO 
DE ECONOMÍA Y HACIENDA

 12253 RESOLUCIÓN de 15 de junio de 2007, de Loterías y 
Apuestas del Estado, por la que se hace público el pro-
grama de premios para el sorteo de la Lotería Nacional 
que se ha de celebrar el día 23 de junio de 2007.

SORTEO DE LOTERÍA NACIONAL

El próximo Sorteo de la Lotería Nacional, que se realizará por el sis-
tema moderno, tendrá lugar el día 23 de junio de 2007, a las 13:00 horas, 
en el Salón de Sorteos, sito en la calle Guzmán el Bueno, 137, de esta capi-


